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CONSEJO SUPERIOR DE LA ADMINISTRACIÓN DEL ORDENAMIENTO DEL SUELO RURAL 

 
 

ACTA SESIÓN No. 09 
Consejo Superior de Administración del 
Ordenamiento del Suelo Rural - CSAOSR  

  

Fecha: Diciembre 21de 2022 

Hora: 10:27 am  
Lugar: Casa de Nariño  

 
MIEMBROS  

 
Miembros del Consejo Superior de Administración del Ordenamiento del Suelo Rural 

Entidad Nombre Cargo 

Acto 
Administrativo 

(Art. 3 Parágrafo 
1Acuerdo Nro. 001 de 

2018) 
Presidencia de la 
República 

Mauricio Lizcano Director DAPRE  

Ministerio del Interior Gustavo García 
Figueroa 

Viceministro General  

Ministerio de 
Ambiente y 
Desarrollo Sostenible 

Francisco Canal 
Albán 

Viceministro de 
Ordenamiento Ambiental 
del Territorio  

Resolución 0769 
de 19 de julio de 
2022 

Ministerio de 
Agricultura y 
Desarrollo Rural 

Cecilia Matilde 
López Montaño 
 

Ministra de Agricultura y 
Desarrollo Rural 

 
 
 

Ministerio de 
Agricultura y 
Desarrollo Rural 

Darío Fajardo 
 

Viceministro de Desarrollo 
Rural 
 

 

Departamento 
Nacional de 
Planeación 

Jorge Iván González Director General 
 

 
 
 

Ministerio de Minas y 
Energía 

Giovanni Franco 
Sepúlveda 

Viceministro de Minas Confirmado 
Resolución 40435 
del 20 de 
octubre de 2022 

Ministerio de Justicia 
y del Derecho 

Néstor Ivan Osuna  Ministro de Justicia  

Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y 
Territorio 

Catalina Velasco Ministra de Vivienda, ciudad 
y Territorio 

 

Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y 
Territorio 

Felipe Arbouin 
Gómez 

Viceministro de Vivienda  

Ministerio de 
Hacienda y Crédito 
Público 

Diego Guevara Viceministro General  
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INVITADOS PERMANENTES 

 
Entidad Nombre Cargo 

Agencia Nacional de 
Tierras - ANT 

Gerardo Vega Medina Director General 

Agencia de Renovación 
del Territorio - ART 

Fabio Canchila Director DPGI 

Instituto Geográfico 
Agustín Codazzi - IGAC 

Gustavo Adolfo Marulanda 
Morales 

Director General 
 
 

Instituto Geográfico 
Agustín Codazzi - IGAC 

Diego Fernando Carrero Subdirector General 
 
 

Unidad de Planificación 
Rural Agropecuaria – 
UPRA 

Dora Inés Rey Directora General (E) 

Unidad de Planeación 
Minero-Energética – 
UPME 

Adrián Correa Director General  

Agencia de Desarrollo 
Rural – ADR 

Diego Bautista Director General 

Superintendencia de 
Notariado y Registro 

Roosevelt Rodriguez Rengifo 
 
  

Superintendente Notariado y Registro  

Departamento 
Administrativo Nacional 
de estadística - DANE 

Piedad Urdinola Directora General 

Departamento Nacional 
de Planeación 

Antonio José Avendaño 
Arosemena 

Director de Ordenamiento y 
Desarrollo Territorial – Secretario 
Técnico CSAOSR 

Departamento Nacional 
de Planeación 

Sebastián Restrepo Coordinador General de Créditos de 
Catastro Multipropósito 

Departamento Nacional 
de Planeación 

Oscar Gil Coordinador Técnico de Créditos de 
Catastro Multipropósito 

 
 

INVITADOS ESPECIALES 
 

Entidad Nombre Cargo 
Ministerio de Agricultura   
Desarrollo Rural 

Andrés Parra - Expositor Director de Ordenamiento 
Social de la Propiedad 

Fondo Colombia en Paz Olga Bohórquez Subdirectora de gestión de 
proyectos 

Departamento Nacional de 
Planeación 

Jairo Pérez Ceballos Asesor Jurídico de Catastro 
Multipropósito 

Presidencia de la República Laura Sarabia Torres Jefe de Gabinete 
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DESARROLLO DE LA AGENDA 

 
Siendo las 10:27 a.m. del día 21 de diciembre  de 2022, la Jefe de Gabinete Dra. Laura 
Sarabia Torres y el Dr. Mauricio Lizcano, Director del Departamento Administrativo de la 
Presidencia -DAPRE, hacen la instalación de la Sesión Nro. 9 del Consejo Superior de 
Administración del Ordenamiento del Suelo Rural – CSAOSR, en cumplimiento del artículo 
4° del Acuerdo No. 001 de 2018, convocada por la Secretaria Técnica a través del correo 
electrónico institucional el día  5 de diciembre de 2022, 
secretariatecnicacsaosr@dnp.gov.co.  
 
El Doctor Mauricio Lizcano, Director del DAPRE menciona los dos temas fundamentales a 
desarrollar en la agenda propuesta para la sesión, i) Sentencia SU 288 de 2022 que hace 
referencia al tema de baldíos y en donde la señora Ministra de Agricultura y Desarrollo 
Rural, realiza su presentación y el tema ii) Catastro Multipropósito. 
 
  
1. Verificación del Quórum 

 
Antonio José Avendaño, Secretario Técnico CSAOSR hace llamado a lista y confirma el 
quórum deliberatorio (no menos de cinco de sus integrantes) en el marco del artículo 7 del 
Acuerdo Nro. 001 de 2018 de la siguiente manera: 
 
 
 

Miembros del Consejo Superior de Administración del Ordenamiento del Suelo Rural 

Entidad Nombre Cargo 

Acto 
Administrativo 

(Art. 3 Parágrafo 
1Acuerdo Nro. 001 de 

2018) 
Presidencia de la 
República Mauricio Lizcano Director DAPRE  

Ministerio del Interior Gustavo García 
Figueroa Viceministro General  

Ministerio de 
Ambiente y 
Desarrollo Sostenible 

Francisco Canal 
Albàn 

Viceministro de 
Ordenamiento Ambiental 
del Territorio  

Resolución 0769 
de 19 de julio de 
2022 

Ministerio de 
Agricultura y 
Desarrollo Rural 

Cecilia Matilde 
López Montaño 
 

Ministra de Agricultura y 
Desarrollo Rural 

 
 
 

Departamento 
Nacional de 
Planeación 

Jorge Iván González Director General 
 

 
 
 

Ministerio de Minas y 
Energía 

Giovanni Franco 
Sepúlveda Viceministro de Minas 

Confirmado 
Resolución 40435 
del 20 de 
octubre de 2022 
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Ministerio de Justicia 
y del Derecho Néstor Ivan Osuna  Ministro de Justicia  

Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y 
Territorio 

Catalina Velasco Ministra de Vivienda, Ciudad 
y Territorio  

Ministerio de 
Hacienda y Crédito 
Público 

Diego Guevara Viceministro General  

 
Acuerdo No. 001 de 2018 - Reglamento Interno del Consejo Superior de Administración del 
Ordenamiento del Suelo Rural, artículo 3°, parágrafo 1°. «Los ministros y directores de 
departamento sólo podrán delegar su participación en los viceministros o en los 
subdirectores respectivamente. Artículo 6. La asistencia de los integrantes es de carácter 
obligatorio. Cuando uno de sus integrantes no pueda asistir, deberá delegar su 
participación según el parágrafo 1 del artículo 3 y atendiendo lo previsto en los artículos 9 
y 10 de la Ley 489 de 1998». 
 
Confirma quórum decisorio y deliberatorio para la sesión No. 9 del Consejo Superior de 
Administración del Ordenamiento del Suelo Rural y procede con la lectura del orden del 
día. 
 
2. Aprobación del Orden del día.  

 
Orden del día 

1.   Instalación y verificación del Quórum. 

2.  Aprobación del orden del día.  

3.  Sentencia -  SU 288 de 2022:  

a. Contexto sentencia y presentación órdenes y entidades 
responsables. 

b. Informe de avance y cumplimiento de órdenes por entidades 
responsables.  

c. Presentación para aprobación del proyecto de acuerdo "Por el 
cual se crea el Comité Técnico de Seguimiento para el 
Cumplimiento a la Sentencia SU - 288 de 2022". 

d. Alistamiento para cumplimiento de órdenes a cargo del 
Consejo de Ordenamiento del Suelo Rural 

4.  Catastro Multipropósito y SAT en el marco del Plan Nacional de Desarrollo 
2022 - 2026. 

5. Proposiciones y varios. 
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Sometido a consideración de los miembros y siendo aprobado por unanimidad de los 
miembros asistentes, el secretario técnico procede con el siguiente punto del orden del día 
y otorga la palabra a Andrés Parra, Director de Ordenamiento Social de la Propiedad del 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. 
 

3. Sentencia -  SU 288 de 2022:  

El Director de Ordenamiento Social de la Propiedad del Ministerio de Agricultura, explica 
la estructura de la presentación; así: 

a) Contexto sentencia y presentación órdenes y entidades responsables 
 

1. Enfrentamiento jurisprudencial – Contradicciones en las decisiones del juez civil 
respecto al régimen especial de baldíos. 

 
Se presenta un contexto general sobre las condiciones en la que fue expedida la 
comunicación que hace alusión a la sentencia. 
 
La definición de derechos de propiedad, si se hace un análisis más detallado, 
indicaría que se tienen antecedentes incluso en la colonia y en la época de la 
República, con la primera expedición de la ley de baldíos (1812). 
 
El ministerio presenta el episodio más reciente y que hace referencia a los 
enfrentamientos jurisprudenciales entre la Corte Constitucional con la sentencia T488 
de 2014 y la Corte Suprema de Justicia con la sentencia 1776 de 2016.  
 
Esta sección jurisprudencial básicamente orbita sobre unas condiciones para 
acreditar los derechos de propiedad  y finalmente la definición de que son tierras 
públicas en calidad de terrenos baldíos y que son tierras de propiedad privada que 
están en el mercado y se pueden adquirir por prescripción adquisitiva. 
 
La Corte Constitucional en este comunicado identifica cuatro problemas 
estructurales: 
 
 
i. Naturaleza de la participación en el proceso de pertenencia de la autoridad de 

tierras. Cuál es la naturaleza de la participación de la Agencia Nacional de 
Tierras – ANT dentro de los procesos de prescripción adquisitiva. Algunos jueces 
señalaban que era obligatorio; otros consideraban que era facultativo; y otros 
consideraban que el rol de la ANT era simplemente para coadyuvar en la etapa 
probatoria. Incluso hubo algunos pronunciamientos de jueces que reprochaban 
que la ANT hubiese intervenido entre los procesos de prescripción, al señalar que 
no hacia parte de sus competencias. En síntesis, se refiere a cuál es el rol de la 
ANT en los procesos de prescripción adquisitiva sobre predio rural.  

ii. Curso de acción asumido por la autoridad de tierras. Qué se esperaba que 
hiciera la ANT dentro de los procesos: Si su rol era obligatorio, debía pronunciarse 
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sobre la parte sustancial del debate; si era facultativo, podría optar o no por 
pronunciarse y; si era probatorio, simplemente era acompañar los documentos 
que le sirven al juez para tomar decisiones. 

iii. Contenido, alcance e interpretación del régimen de baldíos. Acá hay una 
tensión entre dos disposiciones en el régimen de baldíos o la parte constitutiva 
del crédito agrario. Por una parte, el artículo 1° de la Ley 200 de 1936, señala que 
los predios que estuvieran aprovechados económicamente se presumían como 
de propiedad privada y por otra parte, el artículo 48 de la Ley 160, que señala 
que la propiedad se acredita de una manera específica, con un título original, 
básicamente resoluciones de adjudicación expedidas por el Estado o con títulos 
entre particulares con unas condiciones determinadas. El debate se presentaba 
porque algunos jueces declaraban la prescripción amparados en el artículo 1° 
de la Ley 200 y señalaban que el predio era de propiedad privada y por lo tanto 
se podía prescribir y otros consideraban que no era suficiente la explotación 
económica, sino que debía acreditarse el derecho de propiedad demostrando 
que se había configurado una de las dos fórmulas del artículo 48. En síntesis, lo 
que identifica la Corte es que había interpretaciones diversas sobre la norma 
que regulaba las condiciones para definir la naturaleza de los predios rurales. 

iv. Prueba de la propiedad privada de los bienes rurales. O fórmulas de 
acreditación de la propiedad. Aclara que, aunque se hace referencia a que 
está contenida en el artículo 48, la misma Ley 200 ya tenía la fórmula de 
acreditación de la propiedad en el artículo 3°, el cual dispone que la propiedad 
se prueba de una manera ritual y es por la ley.  

 
2. Problemas estructurales 
 
La Corte alega que estos son los principales problemas pero que existen unos 
problemas estructurales adicionales: 

 
i. Deficiencias históricas del sistema de registro. Los archivos que debían servir 

como fuente de consulta no están debidamente actualizados. 
ii. Procesos de pertenencia como vía para la justicia social en el campo versus 

agudización de problemas de concentración de tierras. Si bien se identificó que 
los procesos de prescripción sirvieron para concentrar la propiedad y regularizar 
los terrenos baldíos, también se identificó que en varios casos habían servido para 
concretar derechos de propiedad a favor de campesinos o pequeños predios. 
Los jueces resolvieron un tema que el ejecutivo debía hacer a través de los 
procesos de titulación de baldíos.  

iii. Puesta en duda de la seguridad jurídica. Y probablemente la institucionalidad, 
porque se impugnaban decisiones de jueces señalando que habían incurrido en 
violación de la ley. Lo que generaba zozobra en la configuración de derechos 
de propiedad, condición necesaria para el desarrollo rural. Lo cual pone en 
peligro los demás objetivos del Estado. 

iv. Afectación a la estabilidad de las relaciones de los campesinos con la tierra. La 
sentencia 1776, resolvía el caso de una prescripción, afectando la oferta 
institucional.  
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3. Reglas de decisión  
 
La Corte define dos casos en los cuales identifica unos tipos de reglas de decisión 
 

1. Procesos de pertenencia que inciden con posterioridad 
 
1.1 Deber de información. El juez que conozca las prescripciones debe informar 

obligatoriamente a la ANT sobre el predio rural. 
1.2 Naturaleza de la participación de la ANT. Es obligatorio que participe para 

ayudar a conformar la prueba que le permita al juez tomar una decisión 
1.3 Vigencia del artículo 1° de la Ley 200 de 1936. No tiene el efecto de configurar 

los derechos de propiedad debe de ser entendida que esta armonizada con 
la Ley 660. 

1.4 Acreditación de la propiedad privada. Las reglas de acreditación de la 
propiedad se aplican de manera obligatoria. El artículo 48 de la Ley 160 define 
que es propiedad y que son terrenos baldíos.  

1.5 Carga de la prueba. Todo particular que formule una acción de prescripción 
tiene la responsabilidad de demostrar que el predio acredito la propiedad  

1.6 Prueba de oficio. El juez debe decretar todas las pruebas necesarias para 
determinar la naturaleza del predio 

1.7 Especial diligencia de la Agencia Nacional de Tierras. Debe realizar una 
reconstrucción de la historia del predio conformando todos los títulos que 
señala el registro de instrumentos públicos y el certificado de tradición. Y 
expresar de manera clara su postura sobre la identificación del predio  

1.8 Terminación anticipada. Siempre que se identifique que el predio es baldío el 
juez debe terminar de manera anticipada el proceso de prescripción 
remitiéndolo a la ANT, quien elabora un informe técnico jurídico que remite al 
juez para que adelante el procedimiento único del parte judicial.  

 
 

2. Sentencias de pertenencia proferidas con posterioridad a la entrada en 
vigencia de la Ley 160 de 1994 y hasta antes de esta sentencia 

 
2.1. Oportunidad y priorización. La Agencia Nacional de Tierras, ANT deberá 

verificar cuales de esos procesos cumplieron con su propósito material. En 
estos casos no impugnaran la sentencia.  

2.2. Reconocimiento y fase judicial. Las sentencias de prescripción no serán 
oponibles a la ANT al Estado. Y se debe hacer la relación de las acciones que 
se impugnaràn dentro de lo que definan como el plan de recuperación de 
baldíos.  

 
4. Órdenes estructurales 

 
La sentencia tiene 21 órdenes en total.  Las trece primeras corresponden a casos 
concretos en los cuales no se entrará en detalles. El Ministerio de Agricultura centra 
su trabajo en la agrupación de las órdenes que agrupan de la 14 a la 21. Algunas de 
ellas son compuestas por varias acciones y se presentan por entidades responsables. 
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4.5 Órdenes para el Gobierno nacional y el Congreso 
 
Orden 14. Adoptar las medidas para impulsar el cumplimiento del Acuerdo de Paz. 
Específicamente el punto 1. Reforma Rural Integral 
Orden 15. Recursos y ajustes normativos para materializar, es decir, realizar un ajuste 
presupuestal para adelantar unos programas: 

o Creación de la jurisdicción agraria (implementación). 
o Consolidación del catastro multipropósito. 
o Actualización del sistema de registro. 
o Implementación del Fondo de Tierras para la Reforma Rural Integral. 
o Implementación del Plan de Formalización Masiva de la propiedad rural Y 

adoptar medidas para fortalecer técnica y financieramente a la Agencia 
Nacional de Tierras, Superintendencia de Notariado y Registro, UPRA e IGAC. 

 
4.6 Órdenes para el Consejo Superior de Administración del Ordenamiento del Suelo 
Rural  - Plazo máximo de 3 meses 
 
Orden 16.1. Coordinar las acciones interinstitucionales necesarias para el 
cumplimiento de esta sentencia y para la asignación de los recursos necesarios para 
su ejecución  
Orden 16.2.    Adelantar un proceso participativo para recoger la opinión de diversos 
actores en la implementación de la Sentencia. Escuchar las opiniones de la sociedad 
civil, mujeres campesinas, organizaciones campesinas, comunidades étnicas y 
víctimas del conflicto. No se trata de un proceso de consulta previa.  
Orden 18. Definir políticas y lineamientos respecto de los planes de acción para: 
 

o Alimentar y actualizar el Plan Marco de Implementación del Acuerdo de Paz 
o Garantizar acceso y divulgación de la información sobre las políticas públicas 

en materia de Desarrollo Rural Integral. 
o Implementar y articular el Catastro Multipropósito. 
o Implementar en forma articulada el Sistema General de Información Catastral 

y el Sistema de Información de Tierras. 
 
4.7 Órdenes para la Agencia Nacional de Tierras - ANT. Plazo máximo de 12 meses. 
 
Orden 17.1. Elaborar la base de datos del universo de predios rurales sin antecedentes 
registrales respecto de los cuales se profirió la sentencia de pertenencia. 
Orden 17.2. Elaborar un plan actualizado de recuperación de baldíos (PARB) 
Orden 17.3. Formular y ejecutar los Planes de Ordenamiento Social de la Propiedad 
Rural. 
Orden 17.4. Activar el sistema Integrado de Información e Implementarlo como un 
repositorio de consulta pública. 
 
Básicamente se esta solicitando un Sistema de Información que sea consultable por 
la página web de la agencia y que las personas puedan saber cuál es la naturaleza 
de esos predios.  
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Está dando a la agencia la orden más difícil y en la cual no se ha logrado avanzar. 
 
4.8 Órdenes para la UPRA, SNR, ANT y el IGAC. Plazo máximo de 6 meses 
 
Orden 18.1. Alimentar y actualizar el Plan Marco de Implementación del Acuerdo de 
Paz.  
Orden 18.2. Garantizar el acceso y divulgación de información sobre las políticas 
públicas en materia de Desarrollo Rural Integral. 
Orden 18.3. Implementar y articular el Catastro Multipropósito. 
Orden 18.4. Implementar en forma articulada el Sistema General de Información 
Catastral y el sistema de Información de Tierras. 
 
4.9 Órdenes a la Superintendencia de Notariado y Registro – SNR. Plazo máximo 

de 3 meses 
 
Orden 19. Adoptar un plan de acción para la migración de la información del antiguo 
sistema de registro al actual. Plazo máximo de 3 meses. 
 
4.10 Órdenes a la Rama Judicial. Consejo Superior de la Judicatura. Plazo máximo 

de 92 días 
 
Orden 20.1. Adoptar las decisiones necesarias para garantizar que la jurisdicción 
Ordinaria Civil pueda tramitar la etapa judicial del Procedimiento Único regulado en 
el Decreto Ley 902 de 2017. Los jueces civiles deben estar capacitados en derecho 
agrario. 
Orden 20.2. Divulgar la Sentencia SU 288 de 2022 entre los jueces que conocen de los 
procesos de pertenencia. 
 
4.11 Órdenes al Departamento Nacional de Planeacion. Plazo máximo de 12 

meses 
Orden 21.1. Diseñar y organizar un Sistema Especial de Evaluación de Gestión y de 
Resultados de la administración en relación con la política pública contenida en el 
punto 1 del Acuerdo Final de Paz. 
Orden 21.2. Elaborar un instructivo que adelante la incorporación en los planes de 
desarrollo territoriales, los elementos que aseguren su consistencia en el Plan Marco 
de Implementación  
 

5. Plazos para cumplir. 
 
La Corte establece unos plazos para dar cumplimiento a las órdenes. El comunicado 
es del 19 de agosto. Se aclara que la sentencia no ha sido emitida aún, pero el día 
que la emitan los términos van a ser perentorios. Los plazos son de 90 días, 3 meses, 6 
meses y 12 meses. Esto no quiere decir que el cumplimiento de la sentencia se va a 
tener en 12 meses, sino que las acciones que ordena la sentencia deben por lo menos 
haberse iniciado en esos plazos. 
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b) Informe de avance y cumplimiento de órdenes por entidades responsables.  
 
El Ministerio de Agricultura presenta la matriz elaborada en la cual se detallan cada 
una de las órdenes impartidas en el comunicado, varias de las cuales se venían 
adelantando en el cumplimiento de otras sentencias como es la T 488, pero hay otras 
acciones en las cuales no hay avances aún. Se identifican los puntos afines 
compartidos por todas las entidades y los indicadores. Se encuentra colgada en el 
one drive del ministerio y ha sido compartida con todas las entidades responsables, 
de igual forma en la presentación se comparte el vínculo para que pueda ser 
consultada.  
 
c) Presentación para aprobación del proyecto de acuerdo "Por el cual se crea el 

Comité Técnico de Seguimiento para el Cumplimiento a la Sentencia SU - 288 de 
2022". 

 
Al respecto, se informa que el Acuerdo tiene como propósito crear un comité técnico 
que presidiría el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural - MADR e integrarían las 
entidades que tienen alguna responsabilidad en el cumplimiento de estas decisiones. 
Sesionará una vez al mes y será convocado por la Dirección de Ordenamiento Social 
de la Propiedad del MADR quien será la encargada de articular las acciones para 
presentar los informes de cumplimiento a la Corte Constitucional.  
 
La secretaria técnica se ejercerá de manera compartida entre Departamento 
Nacional de Planeación, quien ha venido cumpliendo esta tarea en el Consejo 
Superior, pero consideran que, por la especialidad del tema, es obligatorio que 
participe la Agencia Nacional de Tierras. 
 
La Ministra de Agricultura y Desarrollo Rural. Doctora Cecilia Lopez Montaño  reitera 
que el tema es delicado y deben ser conscientes de que los tiempos que la Corte 
pone para el cumplimiento de acciones son muy cortos y en este Gobierno se tiene 
la posibilidad de avanzar lo más pronto posible. Se cruza con la Reforma Agraria y 
trae a la mesa que la Unidad de Restitución tiene 10 millones de hectáreas en manos 
de los jueces y en ese proceso están implicadas cientos de familias que dependen 
de ellos, esto se junta con la titulación, con lo que se va a trabajar en este comité y 
con la compra de tierras, en el cumplimiento del desarrollo rural. En estas órdenes 
recae al Gobierno una responsabilidad muy grande. Desde el ministerio se ha venido 
trabajando, pero es urgente crear el comité. Pregunta al Ministro de Justicia sobre 
qué opina de todo esto. 
 
El Ministro de Justicia, Doctor Néstor Ozuna interviene expresando que las reformas 
son ambiciosas y los términos de tiempo y las obligaciones son complejas. Es necesario 
la articulación de las entidades, pero solicita se le aclare sobre los tiempos 
establecidos en las reglas de decisión, si aplican a partir de la Ley 160 de 1994 o desde 
la fecha del comunicado. 
 
Andrés Parra, Director de Ordenamiento Social de la Propiedad MADR. Agradece la 
intervención y explica que es un vació que el comunicado no resuelve y que a todos 



   
 
 
 

 
 

11 

les quedó ese interrogante. Cuando se debatió el comunicado algunos opinaban 
que la sentencia anterior de la Ley 160 eran válidos y que esta ley cerraba el debate, 
pero no se encontró un argumento en el comunicado que lo aclare, se espera que 
en la sentencia completa hagan referencia a que sucede con eso. Pero en principio 
las obligaciones las dan en sentencias expedidas en agosto de 1994 hasta el 19 de 
agosto de 2022, fecha de expedición del comunicado (las primeras 8 reglas) y los 
procesos desde el 18 de agosto de 2022  con las reglas presentadas en el segundo 
grupo, es decir, sentencias de pertenencia proferidas con posterioridad al 
comunicado de prensa de la Corte Constitucional. 
 
A su vez el Director de la Agencia Nacional de Tierras, se pronuncia indicando que 
por obvias razones han hecho un estudio de este comunicado. Considera que la 
interpretación realizada por el ministerio pone en entredicho la reforma agraria y el 
punto 1 del Acuerdo de Paz, los cuales no se podrían adelantar. No comparte esa 
apreciación, sería parar completamente lo que se quiere trabajar con la reforma 
agraria. Considera necesario esperar a la sentencia definitiva. El tema de fondo es el 
de baldíos, no existe un mapa de polígonos de baldíos, lo que hay es un mapa de la 
informalidad, porque no hay hasta ahora un Catastro Multipropósito, que considera 
debe ser modificado. En un formulario se preguntan 160 cosas para definir 4: quien es 
el propietario, poseedor u ocupante de la tierra y que vocación tiene la tierra. 
Menciona que le ha escuchado al director del IGAC varias veces ese planteamiento, 
y eso significa tener clara la meta. 
 
Por su parte la Doctora Cecilia López, Ministra de Agricultura y Desarrollo Rural, indica 
que se han sostenido unas discusiones con el director del IGAC, y se va a trabajar de 
manera más sencilla con la información básica de las áreas que se van a comprar y 
que ya están definidas (región caribe y magdalena medio) y solicita al Director Parra 
le aclare a la ANT la presentación. 
 
Asimismo, Andrés Parra, Director de Ordenamiento Social de la Propiedad MADR, 
manifiesta que este es un diagnóstico que realiza la Corte y no una opinión en 
particular. Hay un problema identificado a partir de la lectura de muchas sentencias 
y que se presentan en los 4 problemas jurídicos (enfrentamiento jurisprudencial) y que 
pone en riesgo el cumplimiento de las políticas, no es que no se pueda avanzar en la 
reforma agraria, pero por supuesto, si pone en entredicho algunas acciones.  
 
Sobre el particular, el Doctor Néstor Osuna, Ministro de Justicia, lanza 2 preguntas. i)de 
los 10 millones de hectáreas en pleito judicial cuantas están en los planes de la 
reforma agraria o si esos planes se pueden hacer prescindiendo de esas tierras. Y ii) si 
la Corte previó que aquellas personas que dependen de una decisión judicial de 
prescripción y son propietarios luego no van a declarar esas tierras como baldíos, 
porque habría que indemnizarlos. 
 
Cecilia López, Ministra de Agricultura y Desarrollo Rural, responde que esto se está 
sacando en el boletín del mes. Una cosa es la reforma agraria, en donde se va a 
comprar tierra dentro de la frontera agrícola actual, lo que se va a hacer es tomar 
tierras subutilizadas y altamente productivas.  Esa es la misión y otra cosa son los 
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baldíos, Y muchos temas se aclararán cuando salga la sentencia lo importante es 
que ya se empezó a trabajar y existe un equipo de personas listo y la creación del 
comité es fundamental. Solicita se realice una reunión con el presidente de la 
República, el Ministro de Justicia y la Unidad de Restitución. 
 
Sobre el asunto, la Doctora Laura Sarabia Torres, Jefe de Gabinete, solicita se incluya 
a la Unidad de Víctimas. 
 
El doctor Gerardo Vega, Director de la Agencia Nacional de Tierras, le pregunta a la 
señora Ministra de Agricultura, si la sentencia no pone en riesgo la reforma rural. 
 
La Ministra de Agricultura y Desarrollo Rural, indica que no pone en riesgo la reforma, 
toda vez que en la reforma no se comprometerán tierras que tengan baldíos ni 
procesos judiciales. 
 
El Ministro de Justicia, reitera lo anterior.  
 
En ese orden, el doctor Mauricio Lizcano, Director DAPRE aclara 2 temas. i) La reforma 
agraria y ii) Los 10 millones de hectáreas. Se debe diseñar una estrategia por parte de 
este comité de cómo abordar el tema de los 10 millones de hectáreas que van a 
quedar en manos de los jueces. Pregunta si la comisión agraria que se está 
aprobando en el congreso sería la encargada de asumir esa responsabilidad. Viene 
la asignación presupuestal y el presidente se comprometió a fortalecer la judicatura 
y se está trabajando en eso con el Ministro de Justicia. Con esos recursos se podría 
ayudar a liderar ese proceso para contratar más jueces o más auxiliares. 
 
Por su parte, la Ministra de Agricultura y Desarrollo Rural, indica que esto recae 
también en la Agencia de Desarrollo Rural. 
 
Finalmente, Antonio Avendaño,  secretario CSAOSR, teniendo en cuenta que se han 
abordado los puntos 3.a y 3.b,  se procede a someter a consideración de los 
miembros el proyecto de Acuerdo por medio del cual se crea el comité de 
seguimiento de la sentencia 288 de 2022. Destaca 2 puntos. i) El Acuerdo fue liderado 
por la Oficina asesora jurídica de la presidencia de la República y ii) participaron 
todos los que forman parte del consejo, lo que se hizo fue anticiparse para que 
cuando salga la sentencia ya haya un hito, y se pueda decir a la Corte ya se tiene 
un comité de seguimiento.  
 
Informa a los miembros que se han hecho presentes en la sesión el Dr. Francisco 
Canal, Viceministro de Ordenamiento Ambiental del Territorio, del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible y el Dr. Gustavo Marulanda, director del IGAC.  
 
Se aprueba por unanimidad el Acuerdo No. 007 de 2022 “Por el cual se crea el Comité 
Técnico de Seguimiento para el Cumplimiento a la Sentencia SU-288 de 2022” 
 
Antonio Avendaño – secretario técnico CSAOSR conforme lo establecido en el 
reglamento interno del consejo anuncia que fue aprobado por unanimidad el 
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Acuerdo No. 007 de 2022 “Por el cual se crea el Comité Técnico de Seguimiento para 
el Cumplimiento a la Sentencia SU-288 de 2022” y se continua con el siguiente punto 
del orden del día. Otorga la palabra al Director de OSPR del Ministerio de Agricultura 
Andrés Parra: 
  
d) Alistamiento para cumplimiento de órdenes a cargo del Consejo de 

Ordenamiento del Suelo Rural. 
o Programar mesas de trabajo con la Procuraduría General de la Nación. 

presidencia de la República, entidades y órganos de asesoría involucrados 
para realizar el seguimiento a la sentencia. 

o Diseñar matriz que sirva al seguimiento de avances y cumplimiento de órdenes 
estructurales. 

o Proyectar y someter a consideración del Consejo Superior, el proyecto de 
acuerdo para la creación del comité de seguimiento al cumplimiento de la 
sentencia. 

o Identificar y determinar acciones específicas necesarias para el cumplimiento 
real y efectivo de las órdenes estructurales, identificar responsables y 
establecer metas. 

 
4. Catastro Multipropósito y SAT en el marco del Plan Nacional de Desarrollo 2022 – 2026 
 

4.1. Catastro Multipropósito y Sistema de Administración del Territorio (SAT) en el PND 
2022-2026 
 
Al respecto, Antonio Avendaño, secretario técnico del CSAOSR, informa que en el 
marco del Plan Nacional de Desarrollo 2022 – 2026 “Colombia potencia mundial de 
vida”, desde el DNP básicamente se enfoca la presentación en dos temas. i) Por 
instrucción del señor presidente de la República, el catastro multipropósito es uno de 
los catalizadores principales de la transformación del ordenamiento territorial. Ya 
todos enviaron sus propuestas del articulado en donde han participado Ministerio de 
Vivienda, agricultura, ANT, IGAC entre otros y con acciones muy concretas de las 
cuales más adelante hablara el señor director del IGAC.  
 
ii) Resalta que quedan en las bases del PND y como un catalizador para que habiliten 
las acciones que se concreten. Recogen el análisis de los diálogos regionales 
vinculantes en donde un 27% de las solicitudes de los ciudadanos están relacionadas 
con ordenamiento territorial y catastro multipropósito. 
 
El Director General del Departamento Nacional de Planeación, DNP, Jorge Iván 
González, insiste en la importancia del catastro multipropósito, las bondades que se 
desencadenan en términos del mercado de suelo, en términos de la relación factorial 
y en términos tributarios, es insistir en lo que ya se sabe, pero considera que ningún 
gobierno le había dado tanta importancia al catastro multipropósito como este.  
Esta en la primera transformación del plan nacional de desarrollo y es un eje 
fundamental. 
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4.2. Estrategia integral de IGAC para plan de intervención  
 
Gustavo Marulanda, Director General del IGAC indica que, la idea es tratar de cumplir 
con la meta establecida del 70% del territorio nacional al final de este gobierno. Es 
una meta ambiciosa que requiere recursos y fortalecer las capacidades del modelo 
institucional. la idea es actualizar casi 578 municipios, manteniendo actualizada la 
información que ya se tiene. Se espera que de los 114 millones de hectáreas que tiene 
el país se pueda llegar a cerca de 80 millones de hectáreas, lo cual implica un 
esfuerzo muy grande del Gobierno nacional para que este catalizador obtenga ese 
resultado.  
 
Los criterios que se están teniendo en cuenta para la priorización de estos municipios 
son: 

o Priorización Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y el Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural.  

o Municipios financiados no priorizados por el anterior criterio (catastro o 
insumos) 

o Municipios priorizados por área 
 
La prioridad la dio el Gobierno nacional hacia todos los temas de la Reforma Rural 
Integral, en función del fortalecimiento del mercado de suelos y en particular de 
incentivos, incluyendo los tributarios, que permitan facilitar  la adquisición de tierras 
productivas por parte del Gobierno, en perspectiva de los procesos de redistribución. 

 
Se ha venido haciendo un ejercicio de priorización de la Reforma Agraria con la UPRA 
liderado por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural.  Se han realizado ejercicios 
que parten de la frontera agrícola nacional, pasando por diferentes criterios de 
focalización hasta llegar a la propuesta final de los temas de priorización para la 
Reforma Agraria, buscando en donde está la tierra más productiva, la que puede ser 
puesta de forma fácil al servicio del proceso de reforma agraria. 
 
Cuando se aterrizó esta información a los municipios, en la primera priorización que 
hace el Gobierno versus la territorialización que se tiene de este proceso, se encontró 
que son 536 municipios, con un área aproximada de 14 millones de hectáreas, en 
donde se cuenta con un potencial alto para la adquisición de tierras por parte del 
Gobierno nacional, con una primera prioridad del año 2023. En el mapa que se 
presenta a continuación se muestra, cómo en la zona atlántica estarían los primeros 
municipios para enfocar los esfuerzos de catastro multipropósito en el año 
subsiguiente y de todas maneras dejando unos recursos que ya se tienen por parte 
de la cooperación internacional, en especial del Reino Unido, para abordar la 
intervención en perspectiva de los procesos productivos y de redistribución, sin perder 
de vista un enfoque de sostenibilidad ambiental. 
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Ilustración 1 Municipios priorizados 2023 

Se está hablando básicamente de 58 municipios, que tienen ya una parte financiada 
y en donde la prioridad podría ir enfocada a catastro multipropósito con fines de 
Reforma Agraria. Esta es una primera aproximación de cual podría ser la priorización 
a partir de los criterios definidos. Obviamente aún se debe trabajar con el Ministerio 
de Agricultura, con la ANT y la UPRA  para afinar todo el sector agricultura.  
 
Estos municipios tienen una ventaja, y es que ya cuentan con insumos que les permite 
arrancar con ANT, paralelamente el año entrante (2023) se tendría que hacer ese 
esfuerzo para que durante el año siguiente (2024) se tenga la información disponible 
para poder avanzar de forma más amplia en el año 2024 y 2025 a partir de la 
generación de insumos especialmente cartográficos, elemento fundamental para el 
despliegue de la intervención.  
 
Adicionalmente, se viene trabajando en la simplificación de los modelos, a hoy se 
cuenta con un primer esfuerzo, con la simplificación del modelo LADM_COL, que se 
ha venido trabajando con DNP, SNR, ANT, el Ministerio de Ambiente, el Ministerio de 
Vivienda, y Ministerio de Agricultura para reducir el número de variables, que permite 
contar con la información básica que permita avanzar de manera efectiva. En esta 
nueva versión se hizo una reducción de casi el 43% de las variables de captura. Se 
pasó de 173 variables a 99 variables y la idea es que en campo solo se tengan que 
capturar cerca de 8 variables. El resto se puede hacer a través de cruces de fuentes 
administrativas, que de manera mucho más inteligente permitan levantar la 
información útil, para la toma de decisiones a partir del catastro multipropósito. 
Obviamente habría que privilegiar los métodos indirectos. Y profundizar en los temas 
de inteligencia de datos para extraer la mayor información. 
 
Antonio Avendaño – Secretario Técnico CSAOSR agradece la intervención y continúa 
con el siguiente punto del orden del día. 
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5. Proposiciones y varios 

Piedad Urdinola , Directora General del Departamento Administrativo Nacional de 
estadística - DANE . toda esa información se puede repotenciar con la información con la 
que cuenta el DANE y puede ser compartida. 

Fabio Canchilla, Director DPGI -ART. En el marco de los programas de desarrollo con 
enfoque territorial, que corresponden a la implementación del Acuerdo de Paz, se cuenta 
en este momento con 107 municipios PDET, que ya están financiados, listos para 
implementar y hay 60 municipios más que están en proyecto de estructuración y 
aportarían cerca de 8 millones de hectáreas en este proceso y si están de acuerdo en un 
espacio posterior podrían mostrar en detalle la información, en aras de este proceso de 
priorización que se está adelantando.  

Gustavo Marulanda, Director General del IGAC. Es importante anotar que la primera 
priorización la tiene el DNP quien define y coordina hacia donde tiene que ir la política de 
catastro. Entonces también es importante mirar en la segunda priorización para tener en 
cuenta esa meta de los 578 municipios. 

Jorge Iván Gonzáles, Director General DNP. Menciona que en el marco del Plan Nacional 
de Desarrollo y el cumplimiento de estas metas de catastro es necesario fortalecer al IGAC 
y a los gestores catastrales. 

Gustavo Marulanda, Director General del IGAC. El modelo se basa en un IGAC que tiene 
cerca de 870 municipios y el resto está a cargo de gestores catastrales que también están 
haciendo estas tareas; se habla de municipios, departamentos, asociaciones municipales 
y áreas metropolitanas. Son 40 gestores que están operando actualmente. Cuando se 
hace un balance del modelo solo el 14% de esos 40 están adelantado esta tarea con algún 
nivel de oportunidad y calidad. Lo que se busca es el fortalecimiento del modelo 
institucional, con IGAC que tenga la capacidad operativa para hacer la implementación 
del catastro, con el apoyo de otros gestores en territorio que tengan las capacidades 
técnicas y tecnológicas que complementen la gestión del Instituto en su territorio y en otras 
zonas del país. El fortalecimiento del IGAC es el fortalecimiento del modelo integral de 
gestión catastral, en donde concurren gestores públicos que ayudan cumplir la metas 
definidas por el gobierno nacional. 

Laura Sarabia Torres. Entiende que hay conformada una mesa técnica encabezada por 
el IGAC, propone se incluya al DNP y los demás para que todos trabajen en una misma 
línea.  

Gustavo Marulanda, Director General del IGAC.  Quien viene dando lineamientos de 
política pública en este tema y está coordinando es DNP en línea con lo que defina el 
Consejo. El IGAC define la reglamentación técnica e implementa y apoya el 
fortalecimiento de otros gestores.  
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Antonio Avendaño, Secretario Técnico CSAOSR. Menciona que el espacio institucional 
para la coordinación de la política de catastro y del SAT es este consejo, en el comité de 
catastro- registro.  

Siendo las 11:50 a.m se da por finalizada la Sesión No. 09 de 2022 del Consejo Superior de 
Administración y Ordenamiento del Suelo Rural. 

El Acta de la presente sesión se enviará con los ajustes solicitados para conocimiento y 
aprobación del Consejo Superior de Administración para el Ordenamiento del Suelo Rural 
comentarios (a partir de la fecha de envío tienen dos (2) días hábiles para devolverlos, de 
lo contrario se da por aprobada su decisión); posteriormente será firmada por el secretario 
técnico y publicada. 

 
 
 

 
ANTONIO JOSÉ AVENDAÑO AROSEMENA 
Director de Ordenamiento y Desarrollo Territorial  
Departamento Nacional de Planeación 
Secretario Técnico  


